SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N°032 
RADICACIÓN:   665943189001201800266-01

ACCIONANTE:   LUIS ALBERTO VALENCIA B.
CONFIRMA SENTENCIA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / VÍCTIMA DEL CONFLICTO ARMADO / AYUDA HUMANITARIA / NO APLICA PARA VÍCTIMAS DE AMENAZAS SINO PARA AFECTADOS POR DESPLAZAMIENTO FORZADO / HECHO SUPERADO.
… el señor Valencia Bedoya concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de su derecho fundamental de petición, el cual debe entenderse en conexidad con los derechos fundamentales al debido proceso, igualdad y vida digna que estima vulnerados por la UARIV al no suministrarle la ayuda humanitaria a que tiene derecho por su condición de víctima de la violencia, más concretamente por desplazamiento forzado. (…)
Si bien el señor VALENCIA BEDOYA en el escrito de tutela, hace alusión a que por parte de la UARIV no se le ha facilitado ayuda humanitaria, finalmente lo que reclama es que la entidad le responda los cuestionamientos  aludidos, y en efecto, al leer la petición que radicó ante dicha entidad en julio 04 de 2018, se aprecia que lo allí pedido estaba encaminado a que fuera “cargado en la plataforma MAARIV para acceder a los derechos que tengo como víctima de desplazamiento forzado y que en razón a mi edad me entreguen la ayuda humanitaria a que tengo derecho”.
El fallador de instancia negó el amparo al considerar que lo pretendido por el actor era que se atendiera tal petición, misma que fue resuelta y notificada por la UARIV, por lo cual se presentaba un hecho superado, aunado a que no es procedente la ayuda humanitaria para la conducta de “amenazas”  de la que fue víctima y por la cual figura tanto él como su núcleo familiar incluido en el RUV, e igualmente por cuanto no está inmerso en tal registro como afectado por desplazamiento forzado, y por ende debe realizar la respectiva declaración ante cualquier oficina del Ministerio Público.

La Sala, luego de analizar el compendio probatorio, considera que en efecto le asiste razón al a quo al negar el amparo porque lo exigido por el actor va encaminado a que se adelanten las labores pertinentes para obtener la ayuda humanitaria, lo mismo que su registro en el RUV por el hecho victimizante de desplazamiento forzado… Y en tal sentido se observa que la comunicación que le fue enviada por la UARIV al actor en julio 11 de 2018 y reiterada en diciembre 14 de 2018, fue clara al expresar que no se halló su inclusión como víctima de desplazamiento forzado, pero a la vez se le indicó que puede acudir ante cualquier dependencia del Ministerio Público…
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Pereira, doce (12) de marzo de dos mil diecinueve (2019)

                                                                  Acta de Aprobación N° 251
                                                              Hora: 8:35 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído, la impugnación interpuesta por el señor LUIS ALBERTO VALENCIA BEDOYA contra la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada en contra de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral de Víctimas -UARIV-.

2.- DEMANDA 

Informa el señor VALENCIA BEDOYA que por Resolución N° 2015-135707 de junio 17 de 2015 fue incluido en el Registro Único de Victimas -RUV- junto con su grupo familiar por el hecho victimizante de amenaza (desplazamiento forzado). Mediante petición de julio 04 de 2018 solicitó a la UARIV que adelante los trámites para la entrega de la ayuda humanitaria a que tiene derecho, y aunque la entidad le respondió, la respuesta fue evasiva, contradictoria, y no decidió de fondo. No cuenta con los medios económicos para viajar a Pereira, aunado a sus dolencias médicas, por lo cual la ayuda humanitaria se ha dilatado y solo cuenta con la misma para iniciar una actividad productiva y financiera con miras a obtener el mínimo vital.

Solicita la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, vida digna y petición, y en consecuencia se le ordene a la UARIV que responda de fondo la petición elevada y se le indique a qué entidad debe acudir para rendir declaración sobre las circunstancias que motivaron el hecho victimizante, y que esta le sea realizada en la Personería Municipal de Quinchía.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela el juez de primer nivel corrió traslado a diversos funcionarios de la UARIV -Director Técnico de Reparación, Director Técnico de Registro y Gestión de la Información y al Director de la Oficina Asesora Jurídica-.

Al respecto solo se pronunció el último de los antes referidos, quien inicialmente pide la desvinculación de los demás funcionarios de la UARIV que no tienen competencia para contestar las acciones constitucionales, al ser el encargado de brindad respuesta en estos asuntos.
Aduce igualmente que el actor LUIS VALENCIA BEDOYA, se encuentra incluido en el RUV por “amenazas” desde junio 17 de 2015, y en cuanto a su petición de entrega de ayuda humanitaria, le fue informado lo pertinente mediante escritos de julio 11 y diciembre 14 de 2018, por lo cual se presenta un hecho superado, señalándose además que la tutela debe ser desestimada por cuanto no se ha vulnerado el debido proceso toda vez  que los afectados pueden controvertir las decisiones adoptadas, y no se acreditó la ocurrencia de un perjuicio irremediable.

3.2.- Agotado el trámite a seguir en fallo de enero 16 de 2019 y dentro del término constitucional, el a quo negó el amparo reclamado, al haberse generado un hecho superado, toda vez que lo pretendido por el actor ante la UARIV le fue resuelto y notificado, advirtiéndose que por la conducta victimizante de amenazas no es procedente la ayuda humanitaria, y si lo que necesita es declarar de desplazamiento forzado, deberá dirigirse a cualquier entidad del Ministerio Público.

4.- IMPUGNACIÓN

El accionante, manifestó por escrito que impugnaba el fallo, sin más consideraciones al respecto.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.), de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por el 1069/15 y 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto negó el amparo de los derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, vida digna y petición del señor LUIS ALBERTO VALENCIA BEDOYA. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola, como sería lo pretendido por el impugnante.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todos los ciudadanos sin discriminación alguna. 

En este caso, el señor VALENCIA BEDOYA concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de su derecho fundamental de petición, el cual debe entenderse en conexidad con los derechos fundamentales al debido proceso, igualdad y vida digna que estima vulnerados por la UARIV al no suministrarle la ayuda humanitaria a que tiene derecho por su condición de víctima de la violencia, más concretamente por desplazamiento forzado.

No obstante la falta de argumentación del actor, en aplicación del principio de informalidad que rige la acción de tutela y con fundamento en las normas señaladas por la Corte Constitucional, lo único que debe verificarse es si la impugnación fue presentada en el término correspondiente -lo que en efecto acá acaeció- y, de ser así, deberá dársele el trámite pertinente
.

De conformidad con los artículos 154 de la Ley 1448/11
 y 17 del Decreto 4800/11
, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas es la entidad responsable del RUV, el cual reemplazó al Registro Único para la Población Desplazada -RUPD- 
.

El artículo 3° de la Ley 1448/11 reconoce como víctimas, para los efectos de dicho estatuto legal, a las personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño como consecuencia de graves violaciones a los derechos humanos o infracciones al Derecho Internacional Humanitario, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno. De igual modo, se especifica en el parágrafo 3° de dicha disposición, que la definición de víctimas allí establecida no cobija a quienes fueron afectados por actos de delincuencia común.

Del mismo modo, el referido decreto define al RUV como “una herramienta administrativa que soporta el procedimiento de registro de las víctimas”
. Además aclara que tal calidad es una situación fáctica que no se encuentra supeditada al reconocimiento oficial a través de la inscripción en el Registro. Por lo tanto, “el registro no confiere la calidad de víctima, pues cumple únicamente el propósito de servir de herramienta técnica para la identificación de la población que ha sufrido un daño en los términos del artículo 3° de la Ley 1448/11 y de sus necesidades”
.

Esa circunstancia es la que ha llevado a la Alta Corporación Constitucional a señalar que el RUV es: “una herramienta de carácter técnico que no define u otorga la condición de víctima, sino que la reconoce para efectos de identificar a los destinatarios de determinadas medidas encaminadas a la protección específica, prevalente y diferencial de sus derechos
. Por ende, ha sostenido que la condición de víctima del conflicto armado interno genera el derecho a la inclusión en el RUV de forma individual o con su núcleo familiar
, en los términos del artículo 3º de la Ley 1448 de 2011”
.
De la situación fáctica planteada en el escrito de tutela por parte del señor  VALENCIA BEDOYA, se extrae que pese a haber sido incluido en el RUV por el hecho victimizante de amenaza -que no de desplazamiento forzado como lo dice en la tutela-, no se le ha dado la ayuda humanitaria que requiere, amén de su edad y las patologías que padece, por lo cual elevó derecho de petición ante la UARIV en julio 04 de 2018, y aunque se le entregó respuesta la misma fue contradictoria y evasiva. Se observa entonces que su pretensión principal, es que por parte de la accionada se le responda el derecho de petición y se le indique “a que oficina concretamente me debo acercar con el fin de rendir declaración sobre los hechos y circunstancias que motivaron el hecho victimizante[…]” e igualmente solicita que ella le sea realizada en “la PERSONERÍA MUNICIPAL DE QUINCHÍA, RISARALDA”.

Si bien el señor VALENCIA BEDOYA en el escrito de tutela, hace alusión a que por parte de la UARIV no se le ha facilitado ayuda humanitaria, finalmente lo que reclama es que la entidad le responda los cuestionamientos  aludidos, y en efecto, al leer la petición que radicó ante dicha entidad en julio 04 de 2018, se aprecia que lo allí pedido estaba encaminado a que fuera “cargado en la plataforma MAARIV para acceder a los derechos que tengo como víctima de desplazamiento forzado y que en razón a mi edad me entreguen la ayuda humanitaria a que tengo derecho”.

El fallador de instancia negó el amparo al considerar que lo pretendido por el actor era que se atendiera tal petición, misma que fue resuelta y notificada por la UARIV, por lo cual se presentaba un hecho superado, aunado a que no es procedente la ayuda humanitaria para la conducta de “amenazas”  de la que fue víctima y por la cual figura tanto él como su núcleo familiar incluido en el RUV, e igualmente por cuanto no está inmerso en tal registro como afectado por desplazamiento forzado, y por ende debe realizar la respectiva declaración ante cualquier oficina del Ministerio Público.

La Sala, luego de analizar el compendio probatorio, considera que en efecto le asiste razón al a quo al negar el amparo porque lo exigido por el actor va encaminado a que se adelanten las labores pertinentes para obtener la ayuda humanitaria, lo mismo que su registro en el RUV por el hecho victimizante de desplazamiento forzado, en tanto ya está inscrito por las “amenazas” que sufrieron según Resolución 2015-135707 de junio 17 de 2015. Y en tal sentido se observa que la comunicación que le fue enviada por la UARIV al actor en julio 11 de 2018 y reiterada en diciembre 14 de 2018, fue clara al expresar que no se halló su inclusión como víctima de desplazamiento forzado, pero a la vez se le indicó que puede acudir ante cualquier dependencia del Ministerio Público -Procuraduría, Defensoría del Pueblo, Personería Municipal- para rendir la declaración respectiva, comunicándosele igualmente que la normativa diferencia la entrega de ayuda humanitaria para afectados por desplazamiento y la ayuda para conductas diferentes a esta, evaluándose su situación de conformidad con las reglas establecidas en la Resolución 2349 de 2012. En ese sentido se determinó que su declaración no fue realizada dentro del plazo exigido -período no mayor de un año de ocurrido el hecho victimizante-
, razón por la cual no era viable la ayuda humanitaria.

Véase igualmente que aunque el señor VALENCIA BEDOYA rindió esa exposición ante la UARIV en diciembre 19 de 2014, tan solo 4 años después solicitó que se le brindara la ayuda humanitaria que requería, lo que implica a la luz de la normativa aludida por la accionada, que no cumplía los requisitos para ser merecedor a esta, lo que a la postre llevó a la UARIV a negar el beneficio.
Se observa entonces, que el requerimiento que elevó el actor a la UARIV por medio del derecho de petición de julio 04 de 2018, fue debidamente respondido, y en este además de indicársele por qué motivo no se hacía acreedor a la ayuda humanitaria, también se le expresó cuál era el procedimiento a seguir si lo que busca es rendir declaración por desplazamiento forzado, lo cual puede hacer ante la Personería Municipal de Quinchía, sin necesidad de trasladarse a esta capital, como así lo exige.

No encuentra la Sala por tanto, como tampoco lo hizo el juez de primer nivel, vulneración alguna a los derechos que reclama el señor VALENCIA BEDOYA, en tanto la UARIV fue clara en indicarle los pormenores de este asunto y que abarcan todo lo que constituye la pretensión principal que motivó la presente acción constitucional.
En ese orden de ideas, la providencia adoptada por el funcionario de primer nivel debe confirmarse.

6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia proferida dentro del presente trámite constitucional, por parte del Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.).

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
� Corte Constitucional, Auto 114 de 2008.


� Ley 1448 de 2011. “Artículo 154. Registro Único de Víctimas. La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, será la responsable del funcionamiento del Registro Único de Víctimas. Este Registro se soportará en el Registro Único de Población Desplazada que actualmente maneja la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional para la atención a la población en situación de desplazamiento, y que será trasladado a la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas dentro de un (1) año contado a partir de la promulgación de la presente Ley”.


� Decreto 4800 de 2011. “Artículo 17. Entidad responsable del manejo del Registro Único de Víctimas. La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas será la encargada de la administración, operación y funcionamiento del Registro Único de Víctimas.”


� En este sentido, la Corte Constitucional ha indicado que las reglas jurisprudenciales aplicables al Registro Único de Población Desplazada (RUPD) son trasladables a la inscripción en el Registro Único de Víctimas (RUV) (sentencia T-067 de 2013. M.P. Alexei Julio Estrada).


� Artículo 16 del Decreto 4800 de 2011.


� Artículo 16 del Decreto 4800 de 2011.


�  Sentencia T-004 de 2014. (M.P. Mauricio González Cuervo). En esta decisión, la Corte señaló que la inscripción en el Registro Único de Víctimas “es un requisito meramente declarativo y no constitutivo de la condición de víctima, en donde, a través de un trámite de carácter administrativo, se declara la condición de desplazado, a efectos de que las víctimas de este delito puedan acceder a los beneficios legales y a los diferentes mecanismos de protección de derechos, con carácter específico, prevalente y diferencial, para dicha población.” Igualmente, véase, entre otros: Sentencia T-290 de 2016 (M.P. Alberto Rojas Ríos); auto 119 de 2013. (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva). 


�  Ver, entre otros: Sentencia T-290 de 2016 (M.P. Alberto Rojas Ríos); auto 119 de 2013. (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva).


� Sentencia T-163 de 2017.


� El señor VALENCIA  BEDOYA, rindió declaración ante la UARIV en diciembre 19 de 2014 por el hecho victimizante de “Amenazas” recibidas por parte de grupos armados, en hechos que tuvieron ocurrencia en diciembre 15 de 2004 en la Vereda “El Cedral” de Quinchía.
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